	Fecha
	23 de marzo de 1953
	Sesión número
	12

	Motivo: Amparo

	Recurrente: OSWALDO RODRÍGUEZ JIMÉNEZ

	Recurrido: MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

	Objeto del recurso: El recurrente impugna el decomiso de literatura enviada a él por correo.

	Respuesta del recurrido: No se trata de comunicaciones privadas, sino de literatura propagandística comunista destinada a circular en el país.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (procedimiento justificado). VS de los Magistrados Elizondo y Baudrit.


N° 12
Sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día veintitrés de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, con asistencia de los Magistrados Guardia (Presidente), Elizondo, Quirós, Ramírez, Baudrit, Valle, Aguilar, Ávila, Sánchez, Cordero, Monge, Fernández Hernández, Trejos, Bejarano, Acosta y Fernández Porras.
Artículo VI
Se entró a conocer del recurso de Amparo promovido por el licenciado OSWALDO RODRÍGUEZ JIMÉNEZ contra el señor Ministro de Economía y Hacienda, en el que el recurrente expone: que bajo el N° 1762 Alcaide N° 1, le llegaron a Paquetes Postales dos bultos conteniendo literatura cuya lista enumera en el recurso; pero que el Administrador de esa dependencia administrativa se ha negado a hacerle entrega de los impresos que reclama, pretextando que actuaba así en virtud de orden emanada del referido señor Ministro. Estima el recurrente que el Acuerdo Ejecutivo 394 de 6 de mayo de 1931, que adiciona el artículo 7° del Reglamento de Correos en el sentido de prohibir la circulación por correo de publicaciones comunistas o con tendencias disociadoras o que vayan contra la seguridad del Estado y el orden público, nació inconstitucional porque la Constitución del 71, en su artículo 32, garantizaba el secreto de la correspondencia; que no obstante ello, viene siendo admitido como vigente aún ahora, que ya ha sido derogado por las disposiciones de la Constitución Política del 7 de noviembre de 1949, y que tal derogatoria implícita, es clara y precisa, según lo explica. Y concluye exponiendo el licenciado Rodríguez Jiménez, que procede declarar con lugar el amparo en los derechos que le otorgan los artículos 24, 29, 87 y 45 de la Constitución Política.
El señor Ministro de Economía y Hacienda, al evacuar el informe que le fue solicitado, manifestó que es cierto que la Administración de la Aduana de Paquetes Postales se ha negado, con autorización de ese Ministerio, a entregar algunos impresos y otros materiales de propaganda de índole comunista que pretende introducir al país el recurrente Rodríguez Jiménez; que tiene conocimiento de que hace pocos días formuló gestión ante la Presidencia de la República para que se le entregaran esos materiales, y que el señor Presidente—procurando, como lo hace siempre, ajustarse a la Ley—remitió el caso a la Procuraduría General de la República para que informara sobre el aspecto legal, ordenando al propio tiempo que le fueran remitidos, para su estudio, los documentos que se analizaban por las autoridades encargadas de guardar el orden público y preservar el país contra los movimientos de quienes intentan socavar los cimientos de nuestra bien probada democracia; que por lo extenso del material y la circunstancia de encontrarse en varios idiomas (inclusive en ruso según le parece) no fue posible hacer ese traslado sino hasta el día de ayer (17 de marzo) que vino a coincidir con el informe que está contestando; que con el asesoramiento de dicha dependencia para poder cumplir con lo ordenado por el señor Presidente de la República y de esta Corte, se ha realizado un primer análisis de la documentación, comprobándose que la medida tomada por el Administrador de Paquetes Postales es justa y tiene fundamento en disposiciones legales vigentes y en antecedentes establecidos por esta misma Corte, y que en consecuencia, las medidas adoptadas por el Ministerio tienen base en la misma fuente legal. Que el decreto N° 31 de 8 de julio de 1921 que es el Reglamento Interior del Servicio Postal, cuyo artículo 7° contiene una serie de prohibiciones, dentro de las cuales merece citarse la del inciso m) que dice: “La que en virtud de Tratados Internacionales no sea admitida en el lugar de destino” (refiriéndose a la correspondencia que es prohibido circular por medio del Servicio Oficial de Correos). Aún más, este artículo 7° que prohíbe circular cierta correspondencia, fue adicionado por el decreto N° 394 de 6 de mayo de 1931, y dice: “n) Asimismo, queda terminantemente prohibido circular por medio del Correo toda clase de publicaciones comunistas o que tengan tendencias disociadoras, o que vayan contra la seguridad del Estado y el orden público. Las que se reciban procedentes del exterior se devolverán al lugar de procedencia, y las que circulen en el interior serán decomisadas, sin perjuicio de las sanciones que correspondan a los culpables”; que ese Decreto, como todos los demás que cita en su exposición, está en vigencia por expresa disposición del artículo 197 de la Constitución actual, y establece la obligación para los funcionarios públicos de impedir la circulación de impresos que, como la revista “Paz”, tiene carácter eminentemente comunista, pues bien sabido es que la Organización que se sirve de ella es un agente soviético con ramificaciones en todo el mundo y con tendencias quintacolumnistas en contra de las democracias; que la cita que hace el recurrente de los artículos 24 y 29 de la Constitución Política es desafortunada, ya que no se trata de violación de documentos privados ni de secuestro de ellos, sino simplemente de impedir la circulación de revistas y folletos inconvenientes para el país, mediante los cuales agentes de la Rusia Soviética tratan de comunicar su pensamiento al público, sirviéndose para ello de sus sub-agentes o comisionados dentro del país; que, contrariamente, los autores o editores de esos folletos están violando nuestras leyes, pero se encuentran fuera de su alcance por no estar en el país; que, en cambio, con este recurso y actividades anexas, el recurrente pretende colocarse dentro de la órbita de sanciones que le corresponden al violar las leyes citadas, el Decreto-Ley N° 105 de 17 de julio de 1948, y el artículo 198 de la Constitución vigente; que sobre la argumentación general que hace el recurrente en relación con los textos constitucionales citados, ya existe pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia según consta de la Sesión de Corte Plena N° 23 de 7 de mayo de 1951, que resolvió un Amparo similar establecido por el señor Danilo Jiménez Veiga; que no se ve por dónde pueda estimarse que la medida tomada implique violación del artículo 67 de la Constitución, que establece la libertad de cátedras en la enseñanza universitaria, porque hasta ahora no se conoce cuál sea el proyecto de la Universidad costarricense que va a enseñar doctrinas comunistas, y que si es que el recurrente va a sentar cátedra en ello, el Gobierno de la República tiene obligación de impedirlo, con acato de la disposición del inciso 3° del artículo 140 de la misma Constitución; que tampoco existe violación del artículo 45 de la Carta Magna porque ya se ha visto que la medida tomada tiene fundamento en disposiciones legales y reglamentarias que ordenan el decomiso de esa clase de publicaciones y de propaganda, y además, la garantía constitucional ha sido establecida a favor de la propiedad lícita y no en aquella que pueda ser objeto y elemento del delito o de las trasgresiones de la Ley, que por la misma razón queda excluida del comercio de los hombres; que establecida así la situación legal del caso que determina la procedencia del rechazo del recurso establecido con fundamento en los artículos 2 y 3 de la Ley de Amparo, se permite hacer la siguiente manifestación justificativa de la actitud tomada por el Gobierno de Costa Rica en este caso: “El Lic. Rodríguez, al igual que otros costarricenses de tendencias conocidamente izquierdistas, algunos ex militantes del Partido Vanguardia Popular, y todos conocidos como amigos muy cercanos de los líderes del comunismo criollo, han estado concurriendo—unos una vez, otros otra—a las llamadas Conferencias Pro-Paz, y siempre han regresado trayendo consigo esa clase de propaganda, con el indudable propósito de propagar aquí esas doctrinas contrarias a los propósitos de nuestro pueblo. En sus actuaciones en el exterior han tratado de congraciarse con el bloque soviético atacando al sistema democrático en el pueblo Norteamericano, que es el país representativo del gran principio democrático. Lógicamente los libros, folletos, fotografías, discos, etc. que traen consigo, los han de utilizar en el logro de sus propósitos de obtener adentro para la causa que siguen; y así han llegado hasta a introducir películas y discos de propaganda evidentemente contraria a nuestro régimen político y a nuestra estructura institucional, que gracias a la actividad de los funcionarios respectivos ha podido ser decomisada con evidente beneficio para la paz y tranquilidad nacional, y ha dado lugar incluso a la actividad de los jueces penales, como puede comprobarlo la Corte solicitando ad effectum videndi el expediente que contra Eduardo Mora Valverde se tramita en el Juzgado Tercero Penal, y como puede comprobarse también con la lectura del material propagandístico decomisado al recurrente y con el propio libelo del recurso, donde se ve que todo él está dedicado a la llamada ‘propaganda Pro-Paz’ (hechos I y II), a la divulgación de los países satélites de la Rusia Soviética (hechos III, IV, VII y VIII) y al fortalecimiento de la llamada Guerra Fría contra las Naciones Unidas, los Estados Unidos de Norteamérica (hechos V y VI), todo con el deliberado propósito de presentar aquello como el compendio de los bienes terrenales y esto como el de los malos”… etc.

Discutido el caso, se resolvió: declarar sin lugar el amparo, atendiendo a que es inaplicable al decomiso de impresos destinados a la propaganda comunista, hechos por el Administrador de Paquetes Postales por orden del Ministro de Hacienda, la prohibición a que se refiere el artículo 24 de la Constitución, dado que ese texto alude a documentos privados y comunicaciones escritas u orales, carácter que no tienen los mencionados impresos; los que se han tenido a la vista, indudablemente, contienen propaganda comunista, que está prohibida por el Acuerdo Ejecutivo N° 394 de 6 de mayo de 1931, el cual armoniza con el 98 y se mantiene en vigor con arreglo al 197, ambos de la Constitución; a que en lo relativo a los impresos y discos no enviados a este Tribunal hay justificativo para no entregarlos, toda vez que son objeto de examen y su retención, mientras este se verifica, no es arbitraria.
Los Magistrados Elizondo y Baudrit votaron porque de conformidad con el artículo 12 de la Ley de Amparo, se comisione a un funcionario judicial para que practique el examen de los documentos que no se han tenido a la vista.
